Moción de los diputados señores Huenchumilla, Ignacio Walker y Elgueta.





Modifica diversas instituciones de la Constitución Política de la República.


(boletín Nº 2511-07)





	Después de más de una década transcurrida desde la aprobación, por una inmensa mayoría ciudadana, de una reforma constitucional que facilitó la transición democrática en Chile, se hace necesario un nuevo acuerdo constitucional para dotar a nuestra Carta Fundamental de plena legitimidad, en la perspectiva de una democracia estable.


	En efecto, en importantes sectores de la ciudadanía subsiste la impresión de que las actuales normas constitucionales no responden plenamente a las características de una auténtica democracia representativa, acorde con nuestra propia realidad e idiosincrasia. Existe, de esta manera, un consenso constitucional incompleto que impide un marco acorde con la aspiración, ampliamente compartida, de una democracia estable, dotada de plena legitimidad.


	El presente proyecto de reforma constitucional recoge principalmente las propuestas de la Concertación de Partidos por la Democracia, expresadas en tres programas de gobierno que han contado con el apoyo de una clara mayoría ciudadana, e incorpora aspectos importantes que provienen de la oposición, principalmente referidos a la probidad administrativa y la necesidad de fortalecer la facultad fiscalizadora de la Cámara de Diputados.


	Este pretende ser una contribución, entre otras, al actual debate en torno a la necesidad de una reforma constitucional que dote a nuestras instituciones fundamentales de plena legitimidad y estabilidad política democrática, acorde con los logros alcanzados por el país en la última década y el anhelo compartido de mayores niveles de desarrollo y prosperidad.


	Sus principales aspectos son los siguientes:


1.	Reconocimiento constitucional de las etnias o pueblos originarios.


2.	Establecimiento a nivel constitucional del principio de probidad administrativa y publicidad de los actos y documentos de la administración pública (hoy sólo existe a nivel legal).


3.	Simultaneidad de elecciones presidenciales y parlamentarias y reducción del período presidencial de 6 a 4 años (sin reelección), todo ello a partir del año 2005 (este proyecto ya fue aprobado en la Cámara, pero se ha retrasado su tratamiento en el Senado).


4.	Eliminación de senadores designados y su reemplazo por 12 senadores nacionales, dando lugar a un Senado compuesto de 50 miembros (si sólo eliminamos los senadores designados nos quedaríamos con un Senado de 38 miembros, lo que hace prácticamente imposible su funcionamiento). Los ex Presidentes de la República integrarían el Senado por derecho propio por una sola vez (ocho años), por lo que se eliminarían los senadores vitalicios.


5.	Fin del sistema electoral binominal y establecimiento de un sistema de representación proporcional con límites. Se trataría de una Cámara de Diputados compuesta por 140 miembros, con no menos de 2 ni más de 7 diputados elegidos por Distrito (los que serán establecidos por ley orgánica constitucional), a fin de evitar una proliferación indebida de partidos con representación parlamentaria.


6.	Fortalecimiento de las facultades fiscalizadoras de la Cámara de Diputados, añadiendo a las actuales (adoptar acuerdos o sugerir observaciones por mayoría de sus integrantes, o solicitar antecedentes por un tercio de los mismos), las siguientes:


	*citación a ministros de Estado, por dos quintos de la Cámara (hoy no existe esta facultad), para consultas específicas (asistencia obligatoria de aquellos), y


	*formación de comisiones investigadoras, por dos quintos de la Cámara) hoy se requiere de mayoría) y reconocimiento de las mismas a nivel constitucional (hoy ni siquiera existen en la ley orgánica del Congreso Nacional). Obligación de comparecer a autoridades públicas e incluso a particulares cuando sea “estrictamente necesario” para el buen éxito de la investigación.


	Estas reformas ya han sido aprobadas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia con un amplio apoyo de diputados de gobierno y oposición.


7.	Eliminación de la legislatura ordinaria y extraordinaria (significa que en todo momento se pueden ver mociones parlamentarias).


8.	Eliminación de los representantes del Consejo de Seguridad Nacional (dos) en el Tribunal Constitucional, el que estaría compuesto por siete miembros: 3 nombrados por la Corte Suprema, 3 por el Senado y 1 abogado nombrado por el Presidente de la República.


9.	Elimina función de las Fuerzas Armadas como “garantes de la institucionalidad” y la inamovilidad de los Comandantes en Jefe.


10. Elimina el Consejo de Seguridad Nacional (todo el Capítulo XI) y lo reemplaza por el Consusena (Consejo Superior de Seguridad Nacional), que hoy tiene rango legal, elevándolo a rango constitucional, como órgano asesor del Presidente de la República en materias de seguridad nacional.


11. Regiones o comunas se crean, modifican, o suprimen por ley de quórum calificado (actualmente las regiones están establecidas en la Constitución, lo que rigidiza su modificación).


12. Se crea Gobierno Regional, con personalidad jurídica y patrimonio propio, constituido por Gobernador Regional y Asamblea Regional, ambos elegidos directamente por voluntad popular. Se mantiene figura del Intendente, dentro del Estado unitario, designado por el Presidente de la República, sólo para tareas de gobierno interior (Ej. Coordinación de servicios).





PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL


TÍTULO I


BASES FUNDAMENTALES DE LA INSTITUCIONALIDAD





	Artículo 1: Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política de Chile:


1.	Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 5º:


	“La nación chilena es una comunidad que nace y se desarrolla gracias al aporte enriquecedor de las diversas etnias que la integran. La ley velará especialmente por el respeto a las manifestaciones culturales de los pueblos originarios”.


2.	Intercálase el siguiente artículo 8º, nuevo, de la Constitución Política de Chile:


	“Art. 8.- El que ejerza una función pública de cualquier naturaleza, deberá observar estrictamente el principio de probidad, que exige un desempeño honesto, con preeminencia del interés público sobre el privado.


	Las actuaciones de los órganos del Estado y los documentos que obren en su poder son públicos, sin perjuicio de la reserva o secreto que se establezca con arreglo a la ley en los casos en que la publicidad afecte el debido cumplimiento de las funciones en tales órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la nación o el interés nacional.


	La ley regula las responsabilidades por las infracciones a lo dispuesto en este artículo”.





TÍTULO II


DE LOS DERECHOS Y DEBERES CONSTITUCIONALES





	Artículo 2.- Introdúcese la siguiente modificación en la Constitución Política de Chile:


	Intercálase entre los incisos 4 y 5, los siguientes:


	“La Constitución asegura a todos los ciudadanos el ejercicio de los derechos políticos dentro del sistema democrático y republicano.


	“Los partidos políticos son personas jurídicas de derecho público que se constituyen como asociaciones voluntarias de ciudadanos y que, a través de su doctrina y programa compartidos sobre el bien común, tienen como finalidad contribuir de manera democrática a la formación de la voluntad ciudadana y participar en el proceso de gobierno de Estado”.


�TÍTULO III


GOBIERNO





	Artículo 3.- Introdúcese la siguiente modificación en la Constitución Política de Chile:


1.	Sustitúyese el inciso segundo del artículo 25 por el siguiente:


	“El Presidente de la República durará en el ejercicio de sus funciones por el término de cuatro años y no podrá ser reelegido para el período siguiente”.


2.	Reemplázanse los incisos tercero y cuarto del artículo 29, por los siguientes:


	“Si la vacancia se produjere faltando menos de ciento ochenta días para la próxima elección presidencial, el Vicepresidente de la República durará en el cargo hasta noventa días después de dicha elección presidencial.


	“Si la vacancia se produjere faltando ciento ochenta o más días pero menos de dos años para la próxima elección presidencial, corresponderá al Congreso Pleno elegir al sucesor. Para tal efecto, el Congreso Pleno se reunirá en el vigésimo día siguiente de producida la vacancia. Será elegido Presidente de la República el ciudadano que obtenga el voto de la mayoría absoluta de los senadores y diputados en ejercicio. Si luego de efectuadas dos votaciones sucesivas ningún candidato alcanzare el quórum indicado, se limitará la tercera a las dos personas que hayan obtenido las más altas mayorías relativas y será elegido Presidente de la República el ciudadano que obtenga la mayoría de los votos de los senadores y diputados presentes.


	“Si la vacancia se produjere faltando dos o más años para la próxima elección presidencial, el Vicepresidente, dentro de los diez primeros días de su mandato, convocará a los ciudadanos a elección presidencial para el nonagésimo día después de la convocatoria. El Presidente que resulte elegido asumirá su cargo el décimo día después de su proclamación y durará en él hasta completar el mandato presidencial”.


3.	Agrégase en el artículo 26, el siguiente inciso final, nuevo:


	“Si el o los candidatos a que se refieren los incisos primero o segundo muriere o se incapacitare en forma definitiva antes de la elección, el partido o pacto a que hubiere pertenecido podrá inscribir un nuevo candidato para la respectiva elección, en conformidad a la ley. En el caso del inciso segundo, si no fuere reemplazado, dicha elección se realizará con aquel que hubiere obtenido la tercera votación, y así en orden sucesivo y descendente”.





TÍTULO IV


DE LA COMPOSICIÓN Y FUNCIONES DEL CONGRESO NACIONAL





	Artículo 4: Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política de Chile:


1.	Derógase el Nº 2 del artículo 32;


2.	Sustitúyese el número 9 del artículo 32 por el siguiente:


	“9º Nombrar y remover a su voluntad a los ministros de Estado, subsecretarios e intendentes”.


3.	Agrégase el siguiente artículo 42 bis:


	“Artículo 42 bis. “La Cámara de Diputados, el Senado y sus respectivas comisiones tendrán libre acceso a los antecedentes e informes que obren en poder del Gobierno, de los órganos de la Administración del Estado y de los órganos autónomos establecidos en esta Constitución, así como a los actos administrativos que dicten en el ejercicio de sus atribuciones, incluidos los documentos que les sirvan de sustento o complemento, en los términos que señala la ley orgánica constitucional relativa al Congreso Nacional.


4.	Sustitúyese el artículo 43 por el siguiente:


	“43.- La Cámara de Diputados está integrada por 140 diputados elegidos en votación directa por los distritos electorales que establezca la ley orgánica constitucional respectiva, los que en todo caso no podrán elegir menos de dos ni más de siete diputados cada uno.


	La Cámara de Diputados se renovará en su totalidad cada cuatro años”.


5.	Reemplázase el artículo 45, por el siguiente:


	“Art. 45.- El Senado estará integrado por:


a)	38 miembros elegidos en votación directa por circunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del país. A cada circunscripción corresponderá elegir dos senadores.


b)	12 senadores nacionales elegidos en votación directa por una circunscripción senatorial única que comprenderá a todo el territorio de la República.


c)	Los ex Presidentes de la República.


	Los senadores a que se refieren las letras a) y b) duraran ocho años en sus cargos y se renovaran alternadamente cada cuatro años, correspondiendo hacerlo en un período a los representantes de las regiones impares y en el siguiente a los de las regiones de número par, Metropolitana y la Circunscripción Nacional. Corresponde a la ley orgánica constitucional regular, en todo lo demás, la elección de los senadores.


	Los senadores a que se refiere la letra c) lo son por derecho propio y duraran en sus cargos sólo por ocho años.


6.	Sustitúyese el número 1) del artículo 48 por el siguiente:


	“1) Fiscalizar los actos del Gobierno y de la Administración del Estado.


	Para ejercer esta atribución, la Cámara puede:


a)	Adoptar acuerdos o sugerir observaciones, los que se transmitirán por escrito al Presidente de la República o a la autoridad que corresponda.


	Estos acuerdos u observaciones se adoptarán con el voto de la mayoría de los diputados presentes en la Sala y se transmitirán por escrito a la autoridad pertinente, la que deberá darles fundada respuesta dentro de treinta días. El Presidente de la República lo hará por medio del ministro que corresponda.


b)	Recabar, a solicitud de cualquier diputado, determinados antecedentes, siempre que la proposición cuente con el voto favorable de, a lo menos, un tercio de los miembros presentes en la Sala. La autoridad requerida deberá dar fundada respuesta, dentro del plazo de treinta días. El Presidente de la República lo hará por medio del ministro de Estado que corresponda.


c)	Citar a un ministro de Estado, a petición de a lo menos dos quintos de los diputados en ejercicio, a fin de formularle consultas específicas respecto de materias propias de su Ministerio.


	Para estos efectos, un mismo ministro no podrá ser citado más de cuatro veces dentro de un mismo año calendario.


	Excepcionalmente, podrá ser citado hasta dos veces más en el mismo año calendario, con acuerdo de la mayoría absoluta de los diputados en ejercicio.


	Lo anterior es sin perjuicio del derecho que confiere a los ministros de Estado el artículo 37.


	El Presidente de la Cámara determinará la sesión a la que deberá concurrir el ministro, la que deberá tener lugar dentro de los quince días siguientes a aquél en que se acordó la citación.


	La asistencia del ministro será obligatoria y deberá responder las consultas que motiven su citación, así como las que se planteen durante la sesión y que estén directamente vinculadas con la materia objeto de su comparecencia.


	Formar, con el acuerdo de dos quintos de los diputados en ejercicio, comisiones investigadoras destinadas a obtener y reunir información sobre determinados actos del Gobierno o de la Administración del Estado.


	Estos mismos cometidos podrán ser encomendados a las comisiones permanentes.


	Estas comisiones tendrán la competencia que les fijen los acuerdos de la Cámara que decidan su constitución o efectúen el encargo, y ni aún por la unanimidad de sus integrantes podrán extender su cometido al conocimiento de materias que no se encuentren comprendidas en dichos acuerdos.


	La competencia de estas comisiones para desarrollar la investigación que les sea encomendada se extinguirá al vencimiento del plazo que les haya fijado la Cámara para el cumplimiento de su objeto, término que podrá ser ampliado o renovado con el voto favorable de la mayoría absoluta de los diputados en ejercicio, siempre que la comisión haya solicitado la ampliación o renovación antes de su vencimiento.


	Los ministros de Estado, las autoridades públicas y, en general, los funcionarios del Gobierno y de la Administración del Estado, citados por una comisión investigadora o por una comisión permanente, según sea el caso, estarán obligados a comparecer y a suministrar los informes y antecedentes específicos que les sean solicitados.


	En caso de que fuere estrictamente necesario para el resultado de la investigación, por la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio de la comisión y en forma fundada, se podrá citar ante ella o solicitar por escrito el testimonio a personas particulares o requerirles los antecedentes que se estimaren pertinentes.


	El informe de la comisión será conocido por la Cámara y sus conclusiones, una vez aprobadas por ella, serán puestas en conocimiento del Gobierno y, si se estimare procedente, de los órganos o servicios afectados, de la Contraloría General de la República, del Ministerio Público, del Consejo de Defensa del Estado o de los tribunales de justicia, para los efectos de adoptar las medidas que se estimaren pertinentes o para el ejercicio de las acciones que correspondieren.


	La ley orgánica constitucional relativa al Congreso Nacional regulará en lo demás lo concerniente a la composición, atribuciones y normas de funcionamiento de estas comisiones. Asimismo, establecerá el procedimiento para el cumplimiento de las diligencias y actuaciones que decreten y las sanciones por su infracción, así como las garantías y resguardos que deberán cautelar el debido respeto de las personas que, directa o indirectamente, sean mencionados o aludidas durante la investigación.


	En ningún caso los actos de fiscalización a que se refiere este número importarán pronunciamiento sobre la responsabilidad política de los ministros y de las autoridades comprendidas en ellos, y”.


7.	Sustitúyese el artículo 51 por el siguiente:


	“51.- El Congreso abrirá sus sesiones el día 21 de mayo de cada año”.


8.	Suprímese el artículo 52.





TÍTULO V


TRIBUNAL CONSTITUCIONAL





	Artículo 5: Introdúcese la siguiente modificación en la Constitución Política de Chile:


1.	Sustitúyese el inciso primero del artículo 81 por el siguiente:


	“81.- Habrá un Tribunal Constitucional integrado por siete miembros, designados en la siguiente forma:


a)	Tres abogados elegidos por la Corte Suprema, por mayoría absoluta, en una sola votación.


b)	Tres abogados elegidos por el Senado de la República, por mayoría absoluta, en una sola votación.


c)	Un abogado designado por el Presidente de la República.





TÍTULO VI


FUERZAS ARMADAS, DE ORDEN Y SEGURIDAD PÚBLICA 


Y CONSEJO DE SEGURIDAD NACIONAL





	Artículo 6: Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política de Chile:


1.	Sustitúyese el artículo 90 por el siguiente:


	“Las Fuerzas Armadas dependientes del Ministerio encargado de la Defensa Nacional están constituidas única y exclusivamente por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea, existen para la defensa de la patria y son esenciales para la seguridad de la nación.


	“Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública dependientes del Ministerio encargado del gobierno interior están integradas sólo por carabineros e investigaciones, constituyen la fuerza pública y existen para dar eficacia al derecho, garantizar el orden público y la seguridad pública interior, en la forma que lo determinen sus respectivas leyes orgánicas”.


	“Las Fuerzas Armadas y Carabineros, como cuerpos armados, son esencialmente obedientes y no deliberantes. Las fuerzas dependientes de los Ministerios encargados de la Defensa Nacional y el gobierno interior son, además, profesionales, jerarquizadas y disciplinadas”.


2.	Sustitúyese el artículo 93 por el siguiente:


	Los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea, y el General Director de Carabineros serán designados por el Presidente de la República de entre los cinco oficiales generales de mayor antigüedad, que reúnan las calidades que los respectivos estatutos institucionales exijan para tales cargos, durarán cuatro años en sus funciones y no podrán ser nombrados para un nuevo período.


	“En casos calificados y por decreto fundado, el Presidente de la República podrá llamar a retiro a cualesquiera de los comandantes en jefe y Director General”.


3.	Agréguese un artículo 94 bis:


	“Art. 94.- Habrá un Consejo Superior de Seguridad Nacional, presidido por el Presidente de la República e integrado por los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas y el General Director de Carabineros. Participarán también como miembros del Consejo los ministros encargados del Gobierno Interior, la Defensa Nacional, de las Relaciones Exteriores, de la Secretaría General de la Presidencia y de Economía y Finanzas del país.


	Será función del Consejo Superior de Seguridad Nacional asesorar al Presidente de la República en cualquier materia vinculada a la seguridad nacional en que éste lo solicite.


	Un reglamento dictado por el Presidente de la República establecerá las demás disposiciones concernientes a su organización y funcionamiento.


4.	Suprímese el Capítulo XI sobre Consejo de Seguridad Nacional, derogándose los artículos 95 y 96.





TÍTULO VII


GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN INTERIOR DEL ESTADO





	Artículo 7: Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política de Chile:


1.	Sustitúyese el artículo 99 por el siguiente:


	“Para el gobierno y administración interior del Estado, el territorio de la República se divide en regiones. Para efectos de la administración local, las regiones se dividen en comunas.


	La creación, modificación o supresión de regiones y comunas será materia de ley de quórum calificado, como asimismo, la fijación de las capitales de las regiones, todo ello a proposición del Presidente de la República”.


2.	Sustitúyese el artículo 100 por el siguiente:


	“La administración superior de cada región está radicada en un gobierno regional que tendrá por objeto el desarrollo social, cultura y económico de la región.


	El gobierno regional estará constituido por el Gobernador regional y la Asamblea regional. Para el ejercicio de sus funciones, el gobierno regional gozará de personalidad jurídica de derecho público y tendrá patrimonio propio.


3.	Sustitúyese el artículo 101 por el siguiente:


	“Art. 101.- El Gobernador regional preside la Asamblea regional, encabeza el gabinete regional, representa a la región, propone anualmente el presupuesto regional y desempeña las demás funciones que establezca la ley orgánica constitucional sobre gobierno regional.


	Para ser elegido Gobernador regional se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio y tener cumplidos 40 años de edad el día de la elección.


	El gobernador regional durará en el ejercicio de sus funciones por el término de cuatro años y podrá ser reelegido para el período siguiente.


	El Gobernador regional será elegido en votación directa por los ciudadanos inscritos en los registros de la región, en la forma que establezca la ley orgánica constitucional sobre gobierno regional.


4.	Modifíquese el artículo 102, sustituyéndose en sus incisos primero y segundo las palabras “Consejo Regional” por “Asamblea regional” y en su inciso segundo, en la parte final, la palabra “intendente” por “gobernador regional”.


5.	Sustitúyese el artículo 105 por el siguiente:


	“Art. 105.- En cada región, las tareas de gobierno interior se radican en un Intendente.


	El Intendente es un funcionario de exclusiva confianza del Presidente de la República y ejerce sus funciones con arreglo a las leyes y a las órdenes e instrucciones del Presidente, de quien es su representante natural e inmediato en el territorio de su jurisdicción.


	Al Intendente le corresponderá la coordinación, supervigilancia o fiscalización de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región.


	La ley determinará la forma en que el intendente ejercerá estas facultades, las demás atribuciones que le correspondan y los organismos que colaborarán en el cumplimiento de sus funciones”.


6.	Sustitúyese el artículo 106 por el siguiente:


	“Art. 106.- Los intendentes, en los casos y formas que determine la ley, podrán designar delegados para el ejercicio de sus facultades en una o más localidades”.





TÍTULO VIII


REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN





	Artículo 8: Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política de Chile:


1.	Sustitúyese el inciso tercero del artículo 116 por el siguiente:


	“En todo lo que no sea contrario a lo dispuesto en este Capítulo, la reforma de las disposiciones constitucionales se someterá a las reglas de tramitación de un proyecto de ley”.





TÍTULO IX


DISPOSICIONES TRANSITORIAS





	Introdúcese la siguiente disposición vigesimonovena: “La norma del artículo 25, inciso 2, se aplicará a partir de las elecciones presidenciales del año 2005”.








